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RV: CONTESTACION DEMANDA No. 2019-366

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 09/10/2020 15:49
Para:  Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogota - Bogota D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>

6 archivos adjuntos (14 MB)
PODER CONTESTACION DEMANDA ISIDRO SANTOS_.pdf; ANEXOS DIRECTOR.PDF; 3036 - Prorroga comision para desempeñar
empleo de libre nombramiento a Leonardo Andres Chaves Robayo.pdf; CONTESTACION DEMANDA ISIDRO SANTOS.pdf;
NOTIFICACION DEMANDA ISIDRO SANTOS.pdf; ANEXOS ISIDRO SANTOS.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
...SECG...

De: Carolina Ortega Pereira <Carolina.Ortega@icbf.gov.co>
Enviado: viernes, 9 de octubre de 2020 3:20 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Juzgado 61 Administra�vo Seccion Tercera - Bogota - Bogota D.C. <jadmin61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Ivonne Andrea Morales Obando <Ivonne.Morales@icbf.gov.co>; Nery Liliana Mojica Diaz
<Nery.Mojica@icbf.gov.co>
Asunto: CONTESTACION DEMANDA No. 2019-366
 
Cordial saludo,
 
Respetados Doctores Juzgado Sesenta y Uno Administrativo de Bogota,
 
De manera atenta y dentro del termino legal remito contestación a la demanda del asunto.
 
Gracias por su amable atención y colaboración.
 
Cordialmente,
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NOTA DE CONFIDENCIALIDAD: Este mensaje y sus anexos pueden contener informacion reservada del
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF que interesa solamente a su destinatario. Si Usted
no es el destinatario, debe borrarlo totalmente de su sistema, notificar al remitente y abstenerse en todo caso de
divulgarlo, reproducirlo o utilizarlo. Se advierte igualmente que las opciones contenidas en este mensaje o sus
anexos no necesariamente corresponden al criterio institucional del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR
FAMILIAR – ICBF. Si Usted es el destinatario, le solicitamos tener absoluta reserva sobre el contenido, los datos e
información de contacto del remitente o a quienes le enviamos copia y en general la información del mensaje o
sus anexos, a no ser que exista una autorización explícita a su nombre. Sitio web: www.icbf.gov.co
 
CONFIDENTIALITY NOTICE: This message and any attachments may contain confidential information from
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF of interest only to the recipient. If you are not the
recipient, you must completely erase it from your system and notify the sender in any case refrain from disclosing it
reproduce or use. It also warns that the options contained in this message or its attachments do not necessarily
correspond to the institutional approach of INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF. If you
are the recipient, we request you to have absolute secrecy about the content, data and contact information of the
sender or to whom we sent back and general information message or its attachments, unless there is an explicit
authorization to its name. Web site: www.icbf.gov.co

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.icbf.gov.co%2F&data=02%7C01%7Cjadmin61bta%40notificacionesrj.gov.co%7C3aace6fadc6242376c4008d86c94cae7%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637378733693045717&sdata=00mEVVJcBLonWDCpeC8BJKHX7YpDMdCzWJaTvTfyeK4%3D&reserved=0
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.icbf.gov.co%2F&data=02%7C01%7Cjadmin61bta%40notificacionesrj.gov.co%7C3aace6fadc6242376c4008d86c94cae7%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637378733693055708&sdata=1D5B3rc9zO0XFwKQWsqIkz2yY6XZ8DRuTHeBz8l37k0%3D&reserved=0
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SEÑOR 
 

 
JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SECCION TERCERA 
 
E.                                           S.                                                              D 
 
 
 
 MEDIO DE CONTROL:     REPARACION DIRECTA 
RADICACION:                   11001-3343-061-2019-00366-00 
DEMANDANTE:                 ISIDRO SANTOS GUTIERREZ 
DEMANDADO:                   NACION – RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA DE  
                                            ADMINISTRACION JUDICIAL Y OTROS 

 

CAROLINA ORTEGA PEREIRA, mayor de edad, identificada con la C.C. No. 52.656.671de 

Villeta (Cundinamarca), y titular de la Tarjeta Profesional No. 189879 del Consejo Superior 

de la Judicatura, actuando en nombre y representación del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar, en ejercicio del poder conferido por la Doctor LEONARDO ANDRES 

CHAVES ROBAYO, mayor de edad domiciliado en la ciudad de Bogotá, identificado con la 

cedula de ciudadanía No. 3.028.273, actuando en su calidad de Director del ICBF – 

Regional Cundinamarca, según Resolución No. 2719 del 01 de abril de 2016, posesionado 

mediante Acta No. 000046 del 04 de Abril de 2016, comisión que es prorroga mediante 

Resolución No. No. 3036 del 24 de marzo de 2020, por medio del presente procedo a emitir 

contestación a la demanda, dentro del término legal, no sin antes señalar que la misma fue 

notificada el dia 20 de agosto de 2020. 

DOMICILIO 

 

De conformidad con el artículo 19 de la ley 7ª de 1979, El Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar es un Establecimiento Público descentralizado, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio propio adscrito al Ministerio de la Protección Social. Su domicilio 
legal será la ciudad de Bogotá D.C. y tiene facultad para organizar dependencias en todo 
el territorio nacional. De acuerdo con dicha facultad ha creado entre otras la Regional ICBF 
Cundinamarca, a través de la Resolución No. 1616 del 12/07/2006. 
 

SOBRE LOS HECHOS FUNDAMENTALES 

2.1: Respecto de este hecho me permito indicar que de acuerdo a Investigación administrativa 

No. 021-2016 por medio de la cual se abre procedimiento administrativo de restablecimiento 

de derechos, la comisaria primera de chía ordena: abrir prevención de proceso administrativo 

de restablecimiento de derechos a favor de la menor ORIETA ISABEL SANTOS BELLO. 

2.2: Respecto de este hecho me permito indicar que nos atenemos a lo que resulte probado 

dentro del proceso, pues son hechos ajenos al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR, pues debe tenerse en cuenta, que las actuaciones administrativas adelantadas 

por las comisarías de Familia son decisiones autónomas, propias de los Comisarios de 

acuerdo con los casos que se ventilan en cada comisaria. 

2.3: Respecto de este hecho me permito manifestar que las actuaciones administrativas y 

judiciales que adelantan las comisarías y Despachos judiciales son ajenas al ICBF, pues nada 

tiene que ver en estas actuaciones ya que como se dijo anteriormente estas autoridades son 

autónomas para tomar sus decisiones. 
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2.4. Reitero frente a este hecho, nos permitimos indicar que la Comisaria toma las decisiones 

autónomamente  ha de tenerse en cuenta lo reglado en el artículo 83 de la Ley de Infancia y la 

Adolescencia, el cual define las Comisarías de Familia, como entidades distritales o municipales 

o intermunicipales de carácter  administrativo e interdisciplinario, cuya misión es prevenir, 

garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por 

situaciones de violencia intrafamiliar y las demás establecidas por la ley. 

2.5: Respecto de este hecho me permito indicar que nos atenemos a lo que resulta probado dentro 

del proceso, no sin antes advertir que las actuaciones que allí se despliegan y ventilan obedecen 

a actuaciones propias desarrolladas en virtud de los procesos que estas adelantan. 

2.6: Respecto de este hecho me permito indicar que el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR, nada tiene ver en las actuaciones que allí se desprendieron como 

se ha mencionado anteriormente. 

Respecto de lo indicado por el demandante sobre los hechos históricos en cuanto al 

fallo de la comisaria. 

Debo indicar que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el 30 de agosto de 2016, 

recibió solicitud de restablecimiento de derechos, anónima registrada en la petición SIM No. 

1760714801, en donde se registró lo siguiente: “ tocamientos hacia la niña ORIETA ISABEL 

SANTOS BELLO, de 11 meses de edad por parte del progenitor, el señor ISIDRO SANTOS 

GUTIERREZ, identificado con cedula No. 3055578, denunciante expresa que hace 

aproximadamente 4 meses escucho que: el señor Isidro miraba y tocaba la vagina de la  niña 

cuando ella se encontraba sin pañal, como antecedente familiar refiere que la señora PAULA 

ALEJANDRA BELLO ALVARADO, ha sido víctima de maltrato por parte de la pareja y al 

parecer el señor no es padre biológico de la menor ; actualmente han iniciado nuevamente 

convivencia y residen en la calle 9 A No. 14 F -28 en el conjunto residencial Rio Frio, cas 36, 

en el Municipio de Chía. Por lo anterior se solicita pronta intervención del ICBF”.   

Atendiendo a la anterior denuncia el centro Zonal Zipaquirá mediante Oficio No.S-2016-
463247-2502 de fecha 14 de septiembre de 2016, el INSTITUTO COLOMBIANO DE 
BIENESTRA FAMILIAR remite soportes a la COMISARIA II DE FAMILIA DE CHIA, dentro 
del mencionado oficio se enuncia que “teniendo en cuenta la necesidad de verificar los 
derechos de la niña ORIETA ISABELLA SANTOS BELLO; se remite por competencia 
territorial y funcional solicitud de restablecimiento derechos petición SIM 1760714801, para 
que este Despacho realice el trámite pertinente y se logre establecer la garantía o no de 
derechos de la niña en mención y sí es del caso se adopten las medidas a que hayan lugar.” 
 
Debo resaltar que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF como 
entidad del estado, tiene como Misión y Visión “Trabajar con calidad y transparencia por el 
desarrollo y la protección integral de la primera infancia, la niñez, la adolescencia y el 
bienestar de las familias colombianas.” “Cambiar el mundo de las nuevas generaciones y 
sus familias, siendo referente en estándares de calidad y contribuyendo a la construcción 
de una sociedad en paz, próspera y equitativa.” 
 
En atención al traslado por competencia me permito indicar  que de acuerdo a lo estipulado 
en el artículo 96,97y 98 de la Ley 1098 de 2006, en  relación con la competencia para 
procurar y promover la realización y restablecimiento de los derechos, indica la madre de 
la menor que “ solicito de manera muy respetuosa se dé traslado de la queja anónima que 
origina la actuación en referencia al señor Defensor de Familia del Municipio de Chía o en 
su defecto a la Comisaria de Familia de la citada ciudad, a fin de que dicho despacho asuma 
formalmente la correspondiente investigación y la lleve hasta su culminación.”  
 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#83
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A de tenerse en cuenta que las funciones esenciales de los Comisarios de Familia  según 
La ley 1098 de 2006 en su Art. 86 consagró de forma taxativa las funciones impuestas al 
Comisario de Familia: 

 

“1. Garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia 

conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar, 

2. Atender y orientar a los niños, las niñas y los adolescentes y demás miembros del grupo 

familiar en el ejercicio y restablecimiento de sus derechos. 

3. Recibir denuncias y adoptar las medidas de emergencia y de protección necesarias en casos 

de delitos contra los niños, las niñas y los adolescentes. 

4. Recibir denuncias y tomar las medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar 

5. Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la 

reglamentación de visitas, la suspensión de la vida en común de los cónyuges o compañeros 

permanentes y Ley 1098 de 2006 52/118 fijar las cauciones de comportamiento conyugal, en 

las situaciones de violencia intrafamiliar. 

6. Practicar rescates para conjurar las situaciones de peligro en que pueda encontrarse un niño, 

niña o adolescente, cuando la urgencia del caso lo demande. 

7. Desarrollar programas de prevención en materia de violencia intrafamiliar y delitos sexuales. 

8. Adoptar las medidas de restablecimiento de derechos en los casos de maltrato infantil y 

denunciar el delito. 

9. Aplicar las medidas policivas que correspondan en casos de conflictos familiares, conforme 

a las atribuciones que les confieran los Concejos Municipales”. 

Bajo ésta premisa y de conformidad con lo preceptuado en el Decreto 4840 de 2007, se puede 

inferir que el Comisario de Familia se encargará de prevenir, garantizar, restablecer y reparar 

los derechos de los niños, niñas, adolescentes y demás miembros de la familia, en las 

circunstancias de maltrato infantil, amenaza o vulneración de derechos suscitadas 

exclusivamente en el contexto de la violencia intrafamiliar.[6] 

Frente al tema, el Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil, al dirimir un conflicto 

de competencias negativo entre una Comisaria y una Defensoría de Familia, se refirió al carácter 

especial de las funciones de ésta autoridad administrativa, en los siguientes términos: 

“Se observa, así, que la circunstancia de violencia intrafamiliar es en la ley factor determinante 

de la competencia privativa del Comisario de Familia, así existan otras autoridades que en 

principio son también competentes para adelantar procedimientos de 

protección y restablecimiento de derechos, y para investigar y castigar delitos conexos. Pero 

nada de ello invalida ni debilita el deber prevalente que tienen los Comisarios de Familia de 

adoptar todas las medidas de garantía, protección, restablecimiento y reparación de los 

derechos de los miembros de la familia (y en primer lugar los derechos prevalentes de los niños, 

como lo ordena el artículo 44 de la Constitución), cuando se hubieren conculcado “por 

situaciones de violencia intrafamiliar o en "casos de violencia intrafamiliar” como 

reiterativamente estipula el artículo 86 de la ley 1098 de 2006. (...) 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#86
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#Inicio
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_4840_2007.htm#Inicio
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/constitucion_politica_1991.htm#44
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#86
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Cuando la ley estipula que es función especial del Comisario de Familia, excluyendo por tanto 

las competencias afines o similares de otras autoridades, intervenir en defensa de los derechos 

de los niños cuando estos son violados “en casos o circunstancias de violencia intrafamiliar”, le 

imparte una orden directa que por ningún motivo este puede evadir ni desconocer sin incurrir en 

falta gravísima a sus deberes, puesto que se comete en agravio a los niños, las niñas y los 

adolescentes que la ley ha confiado a su cuidado y protección cuando son víctimas de violencia 

en el seno de su propio hogar”.[7]. 

En desarrollo de las funciones del Defensor de Familia me permito indicar que  es la autoridad 

administrativa encargada de garantizar, proteger y restablecer los derechos de los niños, niñas 

y adolescentes, sus funciones están consagradas en la Ley 1098 de 2006 y la Resolución 

No. 0652 de 2011 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Estatuto del Defensor de 

Familia, allí se consagran las funciones generales de esta autoridad administrativa, en el Título 

Preliminar - Capítulo Segundo - Numeral Cuarto: 

“4, FUNCIONES GENERALES DEL DEFENSOR DE FAMILIA. Los Defensores de Familia 

tienen como funciones aquellas encaminadas a la prevención, protección, garantía y 

restablecimiento de los derechos, las cuales se concretan en actuaciones administrativas y de 

policía que les corresponden como integrantes del I.C.B.F., y en 

acciones judiciales, administrativas, civiles, penales y de jurisdicción de familia, relativas a la 

adopción, alimentos, conciliaciones, denuncias penales, asistencia en los procesos del sistema 

de responsabilidad penal de adolescentes, y en general, toda la gama de intervenciones 

previstas en el artículo 82 y demás normas concordantes del Código de la Infancia y la 

Adolescencia. Entre tales funciones, merece destacarse aquella en la que el Defensor de 

Familia actúa como máxima Autoridad Administrativa para verificar, garantizar y restablecer los 

derechos de los niños, niñas y los adolescentes, a través de las medidas de restablecimiento 

de derechos consagradas en la ley de infancia y adolescencia”[1] Negrillas fuera de texto. 

Frente a las actuaciones judiciales, el Estatuto consagra que el Defensor de Familia debe 

Intervenir en los procesos donde se litigan derechos de niños, niñas y adolescentes, como son 

los de suspensión o privación de la patria potestad; la emancipación judicial; sucesión y petición 

de herencia; procesos de filiación; investigación de paternidad; Impugnación de paternidad y 

maternidad entre otros. Y se expresa que, en todo caso, el Defensor de Familia será citado a 

las diligencias judiciales que requiera el Juez siempre que se discutan derechos de menores de 

edad. 

En este orden de ideas puede concluirse que, el Defensor de Familia es una autoridad 

administrativa creada por la ley y tiene como funciones las de prevención, garantía y 

restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, las cuales se concretan a 

través de actuaciones administrativas, policivas y judiciales, ésta última lo legitima para 

promover tos trámites y actuaciones judiciales a que haya lugar para defender los derechos de 

éstos. De igual forma ostenta la facultad indelegable de autorizar la adopción para el niño, niña 

o adolescente en los casos previstos en la ley. 

 
REGLAS JURÍDICAS APLICABLES AL CASO.  
(...) 
Constitución Política, Ley 7/1979, Decreto 2388/1979, Ley 89 de 1988, Código 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Código Civil, Código 
General del Proceso, Ley 1098 de 2006, Referentes Jurisprudenciales: Consejo de Estado, 
Sección 3, M.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez, Bogotá, D.C., 23/06/2011, Radicación 41001-
23-31-000-1994-07893-01(20324), Actor: José Antonio Carballo G, Demandado: ICBF, 
Ref.: Reparación Directa; Consejo de Estado, Sección 3, Subsección C, C.P. Dr. Enrique 
Gil Botero, 09/05/2011, Expediente: 050012331000200101546 02 (36.912) Actor: María 
Ruth Rojo Jiménez. Demandado: ICBF, Ref.: Reparación Directa. 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#Inicio
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/resolucion_icbf_0652_2011.htm#Inicio
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#82
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La acción judicial proyectada según el escrito de convocatoria es la de Reparación Directa 
“por falla o falta en la prestación del servicio por omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia. 
Esta acción exige para prosperar: A) Daño que implique lesión de bien jurídicamente 
tutelado. B) Ausencia en la prestación del servicio por omisión, retardo, irregularidad, 
ineficiencia. C) Relación de causalidad entre el daño y la falla.  
 
En cuanto al Daño Antijurídico el Consejo de Estado lo ha definido: “(…) consiste en lesión 
de interés legítimo, patrimonial o extra patrimonial, que la víctima no está en la obligación 
de soportar, que no está justificado por la ley o el derecho. De acuerdo con el art 90 de la 
Constitución Política de Colombia. el Estado responde por el daño antijurídico, calificación 
que se deduce al comprobar que el derecho no le impuso a la víctima el deber de soportar 
el daño”. Como se deduce de la definición, por regla general la muerte natural es una carga 
que el niño y su familia están obligados legalmente a soportar; por lo cual las circunstancias 
de tiempo modo y lugar en que ocurren los presentes hechos impiden que el daño sea 
catalogado como antijurídico; adicionalmente el daño no es imputable al ICBF y por lo tanto 
no existe el nexo causal necesario.  
 
 
Elementos que configuran la responsabilidad estatal 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido tres elementos que deben confluir 
para la existencia de la responsabilidad por parte del Estado, a saber: “1) Un daño 
antijurídico, es decir un daño que el afectado no está en el deber legal de soportarlo, por 
cuanto no existe norma que así lo establezca; 2) Una falla del servicio, consistente en el 
mal funcionamiento de la Administración, porque el servicio no se prestó o se prestó en 
forma tardía o deficiente, es decir que se trata de un defecto en la ejecución de las funciones 
a cargo de las autoridades estatales y que puede presentarse bien por acción o bien por 
omisión; 3) finalmente, es necesario que el daño antijurídico se haya producido como 
consecuencia directa de esa falla del servicio, o sea que ésta ha debido ser la causa 
eficiente de aquel.”1 
 
En algunas hipótesis, y obedeciendo a los aspectos de hecho y derecho de cada caso en 
concreto, el segundo elemento antes mencionado, puede variar, es decir, el Estado puede 
ser responsable no solo por falla en el servicio, sino también por daño especial 
(desequilibrio de las cargas públicas), por riesgo creado o excepcional (actividades 
peligrosas), o por falla en la función pública (ilegalidad de actos administrativos). 
 
Respecto a la carga probatoria, puede ocurrir que la falla en el servicio sea probada o 
presunta. Lo primero cuando está en cabeza del demandante demostrar los elementos que 
constituyen la responsabilidad del Estado. Lo segundo, cuando se presume la falla en el 
servicio, razón por la cual la carga probatoria se traslada hacia el demandado, debiendo 
este demostrar la ausencia de la falla. 
 
Hipótesis que se erigen como verdaderos títulos jurídicos de imputación respecto a la 
responsabilidad del Estado, esto es, formas de reproche jurídicas en los cuales se cimenta 
la obligación, en cabeza del Estado, de indemnizar un daño en el plano jurídico. 
 
Daño moral - acreditación probatoria, tasación y liquidación,                  
 
Se ha definido el daño como aquel hecho que constituye “afrenta a la integridad de una 
cosa, de una persona, de una actividad, o de una situación (…) de igual forma constituye el 
conjunto de elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se derivan de 
la afrenta para la víctima del mismo.”2. También se ha dicho que el daño constituye aquel 

 
1Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 26 de mayo de 2010. Expediente número 18380, Consejero ponente 

Mauricio Fajardo Gomez. 
2 Henao Juan Carlos, El Daño. Universidad Externado de Colombia, Bogotá D.C., 2007. Pág. 76. 
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“menoscabo a las facultades jurídicas que tiene una persona para disfrutar un bien 
patrimonial o extrapatrimonial.”3. 
 
Dentro de las diferentes tipologías del daño (esferas de afectación) podemos encontrar el 
daño moral, el cual es considerado como aquel padecimiento, sufrimiento, angustia, dolor 
y temores “que se reflejan en lo más íntimo y personal de cada uno”4 y que devienen como 
consecuencia de “la afectación de la lesión a la vida, a la integridad personal, o al ejercicio 
de la libertad”5 de la víctima o de sus familiares. 
 
Respecto al daño moral, se hace necesario diferenciar tres etapas o momentos, a saber, i) 
su reconocimiento, ii) su tasación (intensidad del daño), y iii) su liquidación. Respecto al 
primero, conforme la regla de la carga de la prueba contenida en el artículo 167 del C.G.P., 
quien alegue haber sufrido un daño deberá demostrar su realización. En cuanto al segundo 
y el tercero, si bien el daño puede estar demostrado, también está en cabeza del interesado 
comprobar, a través de los diferentes medios probatorios, el monto de los mismos6. 
 
En el caso del daño moral, la carga de la prueba, respecto de familiares cercanos a la 
víctima (hasta el segundo grado de consanguinidad), según la otra jurisprudencia de las 
altas cortes, ha establecido que, con fundamento en las reglas de la experiencia, dicho daño 
se presume. En tal sentido, la carga probatoria se traslada a la contraparte, quien deberá 
demostrar la inexistencia del daño o del monto pretendido. Ello, teniendo en cuenta que la 
presunción que cobija a los familiares es de hecho (iuris tantum). 
 
Ahora bien, no obstante que, respecto a la tasación (intensidad del daño) y liquidación de 
los daños morales, la figura del arbitrium judicis es la que cimenta la determinación del 
monto de los daños, la Sala Plena de la Sección Tercera, mediante sentencia del 23 de 
agosto de 2012, con fundamento en los principios del debido proceso, la igualdad y el 
acceso a la administración de justicia, estableció unos criterios objetivos con el fin de 
determinar el monto de los daños morales, claro está, una vez el daño haya sido 
demostrado. Tales criterios se pueden resumir en lo siguiente: 
 

i) el dolor, aflicción, pesar, apego, ansiedad, desasosiego, tristeza, respeto a la 
dignidad, valoración a las relaciones propias al núcleo familiar (que comprende la 
convivencia, la cercanía sentimental y el apego), violación de derechos humanos, o 
de garantías propias al derecho internacional humanitario la intensidad de la congoja;  

ii) la cercanía con el ser perdido,  
iii) el grado de afectación y la estructura de la relación familiar de las víctimas las 

diversas relaciones y  
iv) la valoración ponderada de lo que representa moralmente la angustia, la tristeza y la 

aflicción (de verse con el fallecimiento de sus familiares; o por la pérdida de bienes 
muebles o inmuebles)7 

 
“Criterios objetivos, si cabe, fundados en los principios de equidad, razonabilidad, 
reparación integral y proporcionalidad, que deben permitir al juez determinar con justicia 
(distributiva) la tasación del “quantum” indemnizatorio de los perjuicios morales 
reclamados en cada caso en concreto, y que no pueden generalizarse aplicando las 
reglas de la experiencia como si se tratara de variables unívocas y uniformes, sino que 
debe considerarse las circunstancias de cada caso en concreto, las singularidades de 
los sujetos, de los grupos familiares y la aplicación de los anteriores criterios.”8 Por 

 
3 Tamayo Jaramillo Javier, Tratado de la Responsabilidad Civil, Tomo II. Editorial Legis, Bogotá D.C. 2011. Pág. 236. 
4 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 6 de marzo de 2013, Consejero ponente Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa. Expediente 66001-23-31-000-2001-00098-01(24884). 
5 Ibíd. 
6 “Ahora bien, acreditado el reconocimiento de los perjuicios morales, la Sala debe examinar su tasación y liquidación, para 
lo que, en principio, sí cabe exigir una mínima carga probatoria a los demandantes que permitan al juez, dentro de su arbitrio 

judicial, determinar la cuantía a indemnizar.” Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 6 de marzo de 2013, 
Consejero ponente Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Expediente 66001-23-31-000-2001-00098-01(24884). 
7 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 6 de marzo de 2013, Consejero ponente Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. Expediente 66001-23-31-000-2001-00098-01(24884). 
8 Ibíd. 
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último, se hace patente que, el análisis o subsunción de los criterios antes expuestos, 
se deberá  efectuar con base en los diferentes medios probatorios que obren en el 
respectivo proceso. 

 
En otros términos, se insiste, en Colombia el sistema indemnizatorio está limitado y 
no puede dar lugar a que se abra una multiplicidad de categorías resarcitorias que 
afecten la estructura del derecho de daños y la estabilidad presupuestal que soporta 
un efectivo sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, motivo por el que, se 
reitera, cuando el daño se origine en una lesión psíquica o física de la persona el 
único perjuicio inmaterial, diferente al moral que será viable reconocer por parte del 
operador judicial será el denominado “daño a la salud o fisiológico”, sin que sea 
posible admitir otras categorías de perjuicios en este tipo de supuestos y, mucho 
menos, la alteración a las condiciones de existencia, categoría que bajo la égida del 
daño a la salud pierde relevancia, concreción y pertinencia para indemnizar este tipo 
de afectaciones. 
 
“En relación con el perjuicio moral ha reiterado la jurisprudencia de la Corporación 
que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico, tiene 
una función básicamente satisfactoria y no reparatoria del daño causado y que los 
medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su 
existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, 
corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en 
cuenta las circunstancias, la naturaleza, la gravedad de las lesiones sicofísicas 
sufridas y sus secuelas, así como lo que se encuentre demostrado en el proceso… 
 
Sobre esta clase de perjuicios, basta señalar que es lo común, lo esperable y 
comprensible, que los seres humanos sientan tristeza, depresión, angustia,  miedo y 
otras afecciones cuando ven disminuidas su salud y sus facultades físicas, 
especialmente cuando la lesión sufrida es de tal entidad que puede poner en riesgo 
la vida e integridad de la misma persona y de las personas que lo rodean, pues las 
reglas de la experiencia hacen  presumir que el sufrimiento de un pariente cercano 
causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en 
atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, además de la importancia 
que dentro del desarrollo de la personalidad del individuo tiene la familia como núcleo 
básico de la sociedad. 
 
En relación con la protección de la infancia, la niñez y la adolescencia, la Constitución 
Política estableció diversos principios, derechos y garantías fundamentales que se 
traducen en los siguientes postulados: i) el principio de protección constitucional 
reforzada contenido en el inciso tercero del artículo 13 superior; ii) el principio de 
interés superior de los niños y niñas y de prevalencia de los derechos de éstos sobre 
los derechos de los demás (inciso final artículo 44 C.P.); iii) la protección especial a 
los derechos a la integridad física, a la salud, a la seguridad social, a la alimentación 
equilibrada, al nombre, a la nacionalidad, a tener una familia y no ser separado de 
ella, al cuidado y el amor, a la educación y a la cultura, a la recreación y a la libre 
expresión de su opinión (artículo 44 C.P.); iii) el deber en cabeza del Estado de 
protección especial contra toda forma de abandono, violencia física o moral, 
secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos, y iv) la titularidad de protección de los derechos de los niños y niñas del 
país por parte de la familia, la sociedad y el Estado. 
 

 

 

DECLARACIONES Y CONDENAS 
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 PRIMERA: Me opongo a todas y cada una de las pretensiones incoadas por el demandante 

ya que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, no es responsable por 

el  supuesto daño antijuridico por falla del servicio y abuso de autoridad ya que la entidad 

que represento actuó bajo los lineamientos legales aplicables al caso esto es, cuando un 

menor se encuentra en estado de vulnerabilidad el ICBF, no puede pasar alto situaciones 

en las que se vean involucrados niños, niñas y adolescentes ya que la misión y visión del 

mismo es salvaguardar los derechos de los mismos. 

Aunado a lo anterior no podemos perder de vista que el procedimiento surtido frente a la 

menor ORIETA ISABEL SANTOS BELLO, fue surtido por la Comisaria de Familia. 

SEGUNDA: Me opongo a esta pretensión ya que el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR no ha causado ningún tipo de daño moral o material al demandante 

Sr. ISIDRO SANTOS, ya que el actuar del ICBF, obedeció en razón de las competencias 

de las Defensorías de Familia, NO CAUSO daño alguno al demandante actuó conforme a 

su misión y visión, aunado a lo anterior  no existe fundamento factico ni jurídico, como  

consecuencia de esto no debe haber lugar al reconocimiento de los perjuicios de orden 

material o moral, por lo cual también me opongo a esta solicitud y reconocimiento. 

TERCERA: me opongo a que se condene al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR al pago de indemnización a titulo de daño emergente ya que como se ha 

reiterado a lo largo de la contestación de la demanda el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR, no ha vulnerado derecho alguno del demandante.  

CUARTA: me opongo a la pretensión incoada dado que el ICBF, no ha vulnerado no ha 

causado ningún tipo de perjuicio al demandante, como lo pretende hacer las actuaciones 

desplegadas obedecieron a las facultades que tienen las Defensorías de Familia de 

acuerdo con lo reglado en la Ley 1098 de 2016. 

QUINTA: Me opongo a que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

deba pagar todos los reconocimientos del supuesto daño emergente causado al 

demandante dado que actuó dentro los parámetros, debe tenerse en cuenta que quien 

adelanto todo el tramite administrativo de Restablecimiento de derechos fue la Comisaria 

de Familia Municipio de Chía. 

SEXTA: Me opongo a que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, sea 

condenado a pagar a título de perjuicios morales suma alguna al demandante, pues no 

causo ningún daño al demandante, todo su actuar obedeció a las actuaciones 

administrativas que se adelantan para este tipo de procesos, además debe de tenerse en 

cuenta que el proceso de restablecimiento de derechos fue adelantado por la Comisaria de 

Familia de Chía. 

SEPTIMA: Me opongo a que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 

deba pagar suma a alguna por el supuesto daño antijurídico, pues el ICBF no causo ningún 

tipo de daño. 

OCTAVA: Igualmente me opongo a que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR sea condenado al pago de costas y gastos del proceso. Teniendo en cuenta que 

las actuaciones adelantas por mi representada se enmarcaron en las normas 

Constitucionales y Legales además de tener el derecho de ejercer el derecho de defensa y 

contradicción que le asiste. 

FRENTE A LOS PERJUICIOS 
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Sentencia T-169/13-LINEA JURISPRUDENCIAL DEL CONSEJO DE ESTADO EN 

MATERIA DE DAÑO MORAL Y TASACION DE PERJUICIOS MORALES-Principios de 

equidad, razonabilidad y reparación integral en la tasación de perjuicios morales 

El Consejo de Estado en Sala de lo Contenciosos Administrativo, específicamente la 

Sección Tercera, ha desarrollado el precedente jurisprudencial que permite identificar cómo 

se ha entendido y cuantificado el daño moral, fijando unas reglas que se han tenido en 

cuenta, en la jurisdicción contenciosa administrativa y en la ordinaria. De la jurisprudencia 

del Consejo de Estado se desprende que el daño moral puede probarse por cualquier medio 

probatorio; sin embargo, la prueba solo atañe a la existencia del mismo, pero no permite 

determinar de manera precisa el monto en que deben reconocerse los perjuicios morales 

que, por su naturaleza (no puede intercambiarse la aflicción por un valor material), no tienen 

un carácter indemnizatorio sino compensatorio (en alguna manera intentan recomponer un 

equilibrio afectado). Para la tasación del daño, el juez se debe guiar por su prudente arbitrio, 

pero está obligado a observar, por expreso mandato legal los principios de equidad y 

reparación integral. Así, el máximo tribunal de lo Contencioso Administrativo decidió 

establecer las condenas por perjuicios morales en términos de salarios mínimos, 

considerando que es un parámetro útil en tanto éste se fija de acuerdo con el IPC, de forma 

que mantiene un poder adquisitivo constante; fue útil establecer el máximo del equivalente 

a 100 s. m. l. m. v. como tope, con el fin de que exista un parámetro que evite el 

desconocimiento al principio de igualdad. Sin embargo, esa suma no vincula en forma 

absoluta a los jueces, quienes deben tomar en cuenta consideraciones de equidad al tasar 

ese tipo de condenas por debajo de tal máximo. Esa jurisprudencia en materia de daño 

moral establece parámetros vinculantes para los jueces administrativos, que manteniendo 

la libertad probatoria, han de utilizar su prudente arbitrio para tasar los perjuicios morales, 

en el marco de la equidad y la reparación integral. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Instrumentos internacionales de Derechos Humanos, la Constitución Política de Colombia 

y especialmente el Código de Infancia y Adolescencia Ley 1098 de 2006,  tienen por 

finalidad garantizar  el pleno y armonioso desarrollo de los niños, niñas y adolescentes para 

que crezcan en el seno de una familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor 

y comprensión.   

Para el caso resulta ineludible traer a colación el mandato constitucional consagrado en el 

artículo 449 que ampara los derechos fundamentales integrales de la niñez y de la 

adolescencia y que en igual sentido lo prevé las disposiciones universales de la Convención 

Internacional de los Derechos del Niño incorporadas en nuestra legislación mediante la Ley 

12 de 1991 y la Ley 1098 de 2006 -Código de Infancia y Adolescencia-. 

Las referidas normas constitucionales enfatizan “la prevalencia de los derechos de los 
menores de edad sobre los demás” y en que su atención es de “interés superior”; y ante el 
trascurrir de los hechos sociales con el interactuar de las personas frente a los niños y la 

 
9 ARTICULO 44. CONSTITUCION NACIONAL. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad 
social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación 
y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, 
secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos 
consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el Estado 
tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.  Los derechos de los niños 
prevalecen sobre los derechos de los demás 
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intervención de las autoridades, las Altas Cortes, han desarrollado estos principios con el 
propósito de que se apliquen en su integridad a favor de la niñez. 

Teniendo en cuenta la naturaleza de este documento se hace necesario ampliar la 

legislación a nivel institucional (ICBF), a nivel nacional y a nivel internacional. Normatividad 

que le da soporte a los Lineamientos Técnico Administrativos  de Atención a Víctimas de 

Violencia Sexual a la que tienen derecho los niños, niñas y adolescentes y a sus familiares 

víctimas de estos flagelos. 

A nivel institucional ICBF es importante resaltar los siguientes decretos y resoluciones 

que le dan fortaleza a las actividades de la institución en el tema:  

Resolución 5930/10. Procedimiento para la prestación del servicio de protección a niños en 

situación de vulnerabilidad o adoptabilidad. Establece lineamientos para atención. 

Determina constitución de grupos interdisciplinarios (integrados preferiblemente por 

defensor de familia, trabajador social, psicólogo, nutricionista y personal técnico 

administrativo) quienes deberán coordinar con los servicios de salud, la atención de los 

niños en protección. Diferencia entre centros zonales de protección y de prevención. 

Resolución 1526 de 2016. Lineamiento técnico para el programa especializado de atención 

a niños, niñas y adolescentes con sus derechos vulnerados, amenazados o inobservados.  

Resolución 3018 de julio 8/99. Disposiciones relacionadas con el proceso administrativo de 

protección, para fortalecerlos y apoyar la interpretación de las normas conexas a él.  Adopta 

el manual del PAP elaborado en 1998. 

A Nivel Nacional es importante resaltar los siguientes: Código del Menor – Decreto 2737 

de 1989 actualmente Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006), leyes y 

la Ssentencia C-355 de 2006.  Presentadas a continuación: 

Código del Menor– Decreto 2737 de 1989 hoy Código de la Infancia y Adolescencia (Ley 

1098 de 2006) consagra los derechos fundamentales del niño, niña y adolescente; 

determina los principios rectores que orientan las normas de protección del niño tanto para 

prevenir situaciones irregulares como para corregirlas. El Titulo Segundo, Garantías de 

Derechos y Prevención, se encuentra las obligaciones de la familia, sociedad y el Estado, 

medidas, competencias y procedimientos administrativos y judiciales para el 

restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. De igual forma un 

capítulo especial de responsabilidad penal para adolescentes y de  víctimas de delitos.  

Ley 319 de septiembre 20 de 1996, que aprueba el protocolo adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y 

culturales y que tiene en cuenta a la mujer vinculada al campo laboral y su papel en el 

cuidado y protección de los hijos. 

Últimamente la legislación colombiana ha sido reformada para elevar las sanciones y 

establecer modificaciones en lo que respecta a los delitos que atentan contra la libertad 

sexual y la dignidad humana. Así: 

Ley 1008 de enero 23 2006. Fija algunas competencias y procedimientos para la aplicación 

de convenios internacionales en materia de niñez y de familia. En su Artículo 1o. 

“competencia, prevalencia normativa y procedimiento”, establece: El conocimiento y trámite 

de los asuntos que sean materia de Tratados y Convenios Internacionales vigentes en 

Colombia en los que se reconozcan principios, derechos, garantías y libertades de los niños 
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y de las familias, será de competencia de los Defensores de Familia en su fase 

administrativa y de los Jueces de Familia y Jueces Promiscuos de Familia en su fase 

judicial. En los municipios donde no haya Juez de Familia o Promiscuo de Familia, el trámite 

será de competencia de los Jueces Civiles y Promiscuos Municipales. 

Finalmente es importante precisar que EL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR con sus servicios brinda atención a niños y niñas, adolescentes y familias, 
especialmente a aquellos en condiciones de amenaza, inobservancia o vulneración de sus 
derechos con la siguiente misión y visión: 

Misión: Trabajar con calidad y transparencia por el desarrollo y la protección integral 
de la primera infancia, la niñez, la adolescencia y el bienestar de las familias 
colombianas. 

Visión: Cambiar el mundo de las nuevas generaciones y sus familias, siendo referente 
en estándares de calidad y contribuyendo a la construcción de una sociedad en paz, 
próspera y equitativa. 

 
Ciertamente, la Declaración de los Derechos del Niño señala que todos los niños sin 

distinción alguna deben ser protegidos por los hombres y mujeres, y que el niño necesita 

de protección y cuidado especiales debido a su falta de madurez física y mental: gozar de 

una protección especial y disponer de oportunidades para que pueda desarrollarse física, 

mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, en condiciones de 

libertad y dignidad.  Conceptos que fueron recogidos a través del código de la Infancia y la 

Adolescencia cuyos pilares enmarcan las actuaciones administrativas teniendo presente 

las siguientes normas:  

 “ARTICULO 7 DEL CODIGO DE INFANCIA y ADOLESCENCIA LEY 1098 DE 

2006.  Protección integral. Se entiende por protección integral de los niños, niñas 

y adolescentes el reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía y 

cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y la 

seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del interés 

superior. La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, 

programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, 

distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, 

físicos y humanos.  

 Artículo 8 DEL CODIGO DE INFANCIA Y ADOLESECENCIA LEY 1098 DE 2006. 

Interés superior de los niños, niñas y adolescentes. Se entiende por interés 

superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas 

a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus Derechos Humanos, 

que son universales, prevalentes e interdependientes. 

Articulo 11 CODIGO DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA LEY 1098 DE 2006.  

Exigibilidad de los derechos. Salvo las normas procesales sobre legitimidad en 

la causa para incoar las acciones judiciales o procedimientos administrativos a 

favor de los menores de edad, cualquier persona puede exigir de la autoridad 

competente el cumplimiento y el restablecimiento de los derechos de los niños, las 

niñas y los adolescentes. El Estado en cabeza de todos y cada uno de sus agentes 

tiene la responsabilidad inexcusable de actuar oportunamente para garantizar la 

realización, protección y el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas 

y los adolescentes.  
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PARRAGRAFO. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente 

coordinador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, mantendrá todas las 

funciones que hoy tiene (Ley 75/68 y Ley 7ª/79) y definirá los lineamientos técnicos 

que las entidades deben cumplir para garantizar los derechos de los niños, las niñas 

y los adolescentes, y para asegurar su restablecimiento. Así mismo coadyuvará a 

los entes nacionales, departamentales, distritales y municipales en la ejecución de 

sus políticas públicas, sin perjuicio de las competencias y funciones 

constitucionales y legales propias de cada una de ellas. 

ARTÍCULO 18. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL.  CODIGO DE 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen 

derecho a ser protegidos contra todas las acciones o conductas que causen 

muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico. En especial, tienen derecho 

a la protección contra el maltrato y los abusos de toda índole por parte de sus 

padres, de sus representantes legales, de las personas responsables de su cuidado 

y de los miembros de su grupo familiar, escolar y comunitario. 

Para los efectos de este Código, se entiende por maltrato infantil toda forma de 

perjuicio, castigo, humillación o abuso físico o psicológico, descuido, omisión o trato 

negligente, malos tratos o explotación sexual, incluidos los actos sexuales abusivos 

y la violación y en general toda forma de violencia o agresión sobre el niño, la niña 

o el adolescente por parte de sus padres, representantes legales o cualquier otra 

persona. 

Articulo 51 CODIGO DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA LEY 1098 DE 2006. 

Obligación del restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los 

adolescentes. El restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas o los 

adolescentes es responsabilidad del Estado en su conjunto a través de las 

autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, oficiar o conducir 

ante la policía, las defensorías de familia, las comisarías de familia o en su defecto, 

los inspectores de policía o las personerías municipales o distritales, a todos los 

niños, las niñas o los adolescentes que se encuentren en condiciones de riesgo o 

vulnerabilidad. Cuando esto ocurra, la autoridad competente deberá asegurarse de 

que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar garantice su vinculación a los 

servicios sociales. 

Artículo 53. Medidas de restablecimiento de derechos. Son medidas de 

restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes las que 

a continuación se señalan. Para el restablecimiento de los derechos establecidos 

en este código, la autoridad competente tomará alguna o varias de las siguientes 

medidas: 

1. Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 

2. Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que amenace o 

vulnere sus derechos o de las actividades ilícitas en que se pueda encontrar y 

ubicación en un programa de atención especializada para el restablecimiento del 

derecho vulnerado.  

3. Ubicación inmediata en medio familiar. 
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4. Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la 

ubicación en los hogares de paso. 

5. La adopción. 

6. Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras disposiciones 

legales, o cualquier otra que garantice la protección integral de los niños, las niñas 

y los adolescentes. 

7. Promover las acciones policivas, administrativas o judiciales a que haya lugar. 

Parágrafo 1°. La autoridad competente deberá asegurar que en todas las medidas 

provisionales o definitivas de restablecimiento de derechos que se decreten, se 

garantice el acompañamiento a la familia del niño, niña o adolescente que lo 

requiera. 

Parágrafo 2°. En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas de desastres 

naturales u otras situaciones de emergencia, las autoridades tomarán cualquiera 

de las medidas establecidas en este artículo y las demás que indiquen las 

autoridades encargadas de la atención de los desastres para la protección de sus 

derechos. 

ARTICULO 99 CODIGO DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA. LEY 1098 DE 2006. 

INICIACION DE LA ACTUACION ADMINISTRATIVA. El representante legal del 

niño, niña o adolescente, o la persona que lo tenga bajo su cuidado o custodia, 

podrá solicitar, ante el defensor o comisario de familia o en su defecto ante el 

inspector de policía, la protección de los derechos de aquel. También podrá hacerlo 

directamente el niño, niña o adolescente. Cuando el defensor o el comisario de 

familia o, en su caso, el inspector de policía tenga conocimiento de la inobservancia, 

vulneración o amenaza de alguno de los derechos que este Código reconoce Ley 

1098 de 2006 60/118 a los niños, las niñas y los adolescentes, abrirá la respectiva 

investigación, siempre que sea de su competencia; en caso contrario avisará a la 

autoridad competente. En la providencia de apertura de investigación se deberá 

ordenar: 1. La identificación y citación de los representantes legales del niño, niña 

o adolescente, de las personas con quienes conviva o sean responsables de su 

cuidado, o de quienes de hecho lo tuvieren a su cargo, y de los implicados en la 

violación o amenaza de los derechos. 2. Las medidas provisionales de urgencia 

que requiera la protección integral del niño, niña o adolescente. 3. La práctica de 

las pruebas que estime necesarias para establecer los hechos que configuran la 

presunta vulneración o amenaza de los derechos del niño, niña o adolescente.  

 EXCEPCIONES PREVIAS 

 

EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA A FAVOR DEL 

ICBF 

Es claro que la acción de restablecimiento de la menor ORIETA ISABEL SANTOS fue 

producto de la actuación administrativa adelantada la Comisaria de Familia de Chía, pues el 

ICBF, como se ha explicado durante la presente contestación el ICBF, actuó bajo la premisa 

de la violación de los derechos de un menor de edad, este proceso se adelantó bajo el debido 

proceso, con la oportunidad de las partes de ejercer el derecho de defensa y contradicción. 
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En virtud de la obligación que les asiste a los funcionarios públicos cuando conocen de un 

acto que pueda ser lesivo de los bienes jurídicos protegidos deberá informar a la autoridad 

competente para que está bajo su competencia inicie la respectiva investigación y determine 

dentro de las reglas procesales si los padres de los menores están violentando sus derechos.  

Para el caso en concreto el ICBF como se observa en las documentales aportadas, el día 7 

de septiembre del año 2016, la trabajadora social Nidia Garzon realiza desplazamiento al lugar 

indicado de residencia de la niña, realizando constatación y entrega de la citación para realizar 

la diligencia de verificación de derechos , lo anterior en razón que todo  reporte de presunto 

abuso sexual, ingresa con solicitud de restablecimiento de derechos y es obligatorio verificar 

los derechos el niño, niña o adolescente reportado. 

Se dio citación para la verificación de derechos para el día 8 de septiembre de 2016, en la 

cual tan solo asistió la progenitora de la niña por lo que se reprogramo la diligencia, 

explicándosele a la progenitora la necesidad de realizar la verificación de derecho a la menor 

de edad nuevamente el día 13 de septiembre de 2016,se presenta la progenitora de la niña 

en compañía de u abogado y sin la niña, en Zipaquirá e informan que pedirían por escrito el 

traslado de la queja  para el municipio de Chía para que allí se adelante el tramite requerido. 

En ese orden de ideas deberá absolver al ICBF de cualquier petición declarativa o de 

condena por no encontrase legitimación en la causa para que se declare responsabilidad 

alguna. 

FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 

Manifiesta el demandante que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

es responsable administrativamente de daño antijuridico por falla en el servicio, por 

supuestos perjuicios morales, también solicita indemnización de un daño emergente, lo 

anterior en consideración de una supuesta falla en el servicio, también solicita condenar al 

ICBF  pagar costas y gastos del proceso, situación que no es factible, ya que como se ha 

mencionado en reiteradas oportunidades el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

actuó de los lineamientos y ruta a seguir para este tipo de casos. 

Como queda demostrado con la historia que contiene la diligencia del proceso de 

Restablecimiento de derecho el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 

no causo ningún daño al demandante, ya que el deber primordial del ICBF es precisamente 

velar por la protección de los menores que se encuentren en estado de riesgo.  

De esta forma se demuestra, que hay ausencia absoluta de legitimación en la causa contra 

del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, aunado a lo anterior quien 

adelanto la actuación Administrativa fue la Comisaria de Chía. 

En un inicio, la Corte Suprema de Justicia lo consideró como un presupuesto procesal, 

razón por la cual, su ausencia configuraba una sentencia inhibitoria. Posteriormente se dijo 

que, tal figura, no era un presupuesto procesal, más si un presupuesto de la acción. Por 

último, y esta es la tendencia actual, se ha dicho que tal figura hace parte de las cuestiones 

de fondo, que deben ser decididas en la sentencia de fondo.  

Al respecto, el profesor Devis Echandia menciona: 

"la legitimación en la causa consiste en ser la persona que de conformidad con la ley 

sustancial puede formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda 

o en la imputación penal, o intervenir en el proceso ya iniciado para participar en la 
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defensa o impugnación de dichas pretensiones, por ser el sujeto activo o pasivo de la 

relación jurídica sustancial o del ilícito penal objeto de la decisión del juez, en el 

supuesto de que aquélla o éste existan; o en ser el sujeto activo o pasivo de otra 

relación jurídica sustancial que también lo autorice para intervenir en el proceso ya 

iniciado. Se deja así bien en claro que no se trata de la titularidad del derecho o la 

obligación sustancial, porque puede que éstos no existan, y que basta con que se 

pretenda su existencia; por eso puede ser perfecta la legitimación en la causa y sin 

embargo declararse en la sentencia que dicho derecho y tal obligación10” (Subrayado 

fuera de texto). 

Teniendo en cuenta lo anterior, la legitimación en la causa se erige como aquel presupuesto 

de fondo que es decidido en la sentencia, y el cual hace referencia a la identidad entre 

quien, conforme al derecho sustancial, debe recaer una obligación (pasiva), o quien tiene 

un determinado derecho (activa). 

CONCLUSIÓN 

La supuesta fuente del daño no puede ser atribuible al ICBF, y en tal sentido, esta entidad 
no está legitimada en la causa por pasiva dentro del presente asunto. 
  
Conforme a la distribución de competencias establecidos en el artículo 116 de la 
Constitución Nacional, solo ciertas personas y entes ejercen jurisdicción (administran 
justicia), entre los cuales se encuentra la Rama Judicial.  
 
La Constitución Política en su artículo 44 establece la prevalencia de los derechos 

fundamentales de los niños sobre los derechos de los demás, que incluyen aquellos 

consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados 

por Colombia; de la misma manera, la Constitución señala la obligación de la familia, la 

sociedad y el Estado de asistir y proteger a los niños, niñas y adolescentes para garantizar 

su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos11.  

En el mismo sentido, el artículo 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño12 

determina que “en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 

órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior 

del niño”. 

Teniendo en cuenta este marco normativo, resulta imperioso que aquellas iniciativas 

administrativas que directa o indirectamente adopten medidas relacionadas con niños, 

niñas y adolescentes, estén fundamentadas en los principios de interés superior del niño13, 

 
10 6 HERNANDO DEVIS ECHANDÍA. Compendio de derecho procesal. Teoría general del proceso,  

14ª ed., t. I, Bogotá, Edit. ABC, 1996, p. 279. 

CARLOS RAMÍREZ ARCILA. Derecho procesal, 1ª ed., Bogotá, Edit. Ediciones Librería del  

Profesional, 2001, p. 224.Página 16 de 34. 

11 Constitución Política de Colombia, artículo 44. Ley 1098 de 2006. Artículo 10. Corresponsabilidad.  

12 Aprobada por Colombia mediante Ley 12 de 1991.. 
13 Código de la Infancia y la Adolescencia. Artículo 8.(…) Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga 

a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e 

interdependientes.  
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protección integral14, prevalencia de sus derechos y la corresponsabilidad15, ya que dichos 

criterios, hacen parte de un nuevo esquema de protección y reconocimiento efectivo de los 

derechos de los niños, ampliamente desarrollado por distintos instrumentos internacionales 

debidamente ratificados por Colombia y que han sido incorporados expresamente en 

nuestro ordenamiento jurídico interno por la Constitución Política y el Código de la Infancia 

y la Adolescencia.  

Es así como el principio del interés superior del niño ha sido entendido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos como criterio orientador de la interpretación y 

aplicación de las normas de protección de la infancia y adolescencia de la siguiente manera:  

“Este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en la dignidad 

misma del ser humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad de 

propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así 

como en la naturaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos del Niño16”.  

Lo anterior por cuanto, más allá de la valoración de las pruebas, lo que el I.C.B.F. infiere es 

que existe un indicio que indica la perturbación y afectación de los derechos de la menor, 

lo cual merece una protección especial por lo que su intervención está direccionada a la 

función preventiva, no definitiva, en guarda de la integridad efectiva de la citada menor y 

sin ninguna intención de afectar el núcleo familiar, pero si con el ánimo de salvaguardar la 

integridad física y moral de la menor, en virtud de la ponderación especial que tienen los 

menores en nuestro país. 

Las pruebas cuando se tratan de medidas preventivas no exigen el mismo estándar cuando 

se trata de una medida definitiva. Lo que en efecto ocurre. Esto por supuesto será abordado 

en el apartado del daño antijurídico que seguirá después de este análisis. 

De la valoración integral de las pruebas transcritas, se puede establecer de manera 

razonable un grado de riesgo considerable, si se tiene en cuenta que el bien jurídico tutelado 

es la integridad personal y psicológica de la menor. En efecto, los estándares de prueba en 

casos de medidas preventivas tienen una connotación diferente a aquellos que resuelven 

de manera definitiva una situación en derecho.  

II. Responsabilidad Extracontractual: 

El presente caso se concentra un elemento particular, esto es el daño antijurídico. Para los 

efectos de su explicación se hará una sucinta presentación y posteriormente una 

 
14Código de la Infancia y la Adolescencia. Artículo 7. Se entiende por protección integral de los niños, niñas y adolescentes el reconocimiento 

como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su 
restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del interés superior. Además la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto 
de San José de Costa Rica Aprobada mediante Ley 16 de 1972.”, consagra que “todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su 
condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”, y en igual sentido el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, Aprobado mediante Ley 74 de 1968. establece “se deben adoptar medidas especiales de protección y 
asistencia a favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición”.  
15 El artículo 44 de la Constitución Política establece la obligación de la familia, la sociedad y el Estado de asistir y proteger a los niños, niñas y 
adolescentes para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Según esta norma, es obligación de todos 
garantizar el derecho a la vida, a la integridad física, a la salud y a la seguridad social, a una alimentación equilibrada, a su nombre y 
nacionalidad, a tener una familia y no ser separados de ella, al cuidado y amor, a la educación y la cultura, la recreación, a la libre expresión de 
su opinión y al desarrollo armónico e integral. Sobre la definición del término corresponsabilidad, el Código de la Infancia y la Adolescencia en 

su artículo 10 dispone: “Para los efectos de este código, se entiende por corresponsabilidad, la concurrencia de actores y acciones conducentes 
a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en 
su atención, cuidado y protección. La corresponsabilidad y la concurrencia aplican en la relación que se establece entre todos los sectores e 
instituciones del Estado. No obstante lo anterior, instituciones públicas o privadas obligadas a la prestación de servicios sociales, no podrán 
invocar el principio de la corresponsabilidad para negar la atención que demande la satisfacción de derechos fundamentales de niños, niñas y 
adolescentes. También el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Aprobado por Colombia mediante Ley 74 de 1968. dispone que 
“todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 

económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y 
del Estado. 
16 Corte Interamericana de Derechos Humanos, opinión consultiva OC-17/2002, párr. 56. 
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subsunción al caso en particular. Del ejercicio debe llegarse a la conclusión si existe o no 

un debito indemnizatorio.  

 De la proposición: Daño antijurídico supone el desbordamiento de los deberes de tolerancia 

de la actividad administrativa: 

Se ha partido de la base de que la condición de administrado, supone que los individuos 

deben soportar una serie de cargas y respetar unos deberes de conducta mínimos, para 

garantizar la convivencia en sociedad.  Las lesiones derivadas de la materialización o 

ejecución específica de tales cargas, pertenecen a una suerte de daño tolerado y admitido 

por el derecho que, no puede dar lugar al deber de indemnizar (daño jurídico17). Sin 

embargo, cuando el menoscabo proviene, no de la razonable aplicación de las cargas, sino 

de una imposición excesiva o desproporcionada que por extremo desborda ese deber -

algunos dirán obligación- de tolerancia radicado en cabeza de los administrados, la lesión 

se torna antijurídica y abre las puertas para que se comprometa la responsabilidad, claro 

está, si concurren sus demás presupuestos. En este razonamiento estriba entonces la 

concepción actual del daño antijurídico, pues las causas que dan origen al presente trámite 

están inmersas en las condiciones legales que por imperio de la Ley le son impuestas al 

ICBF. 

En efecto, al decir de la Corte Constitucional, el tan mencionado daño antijurídico es “… El 

perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. La 

Corte considera que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de 

reparación del Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado 

Social de Derecho, pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y 

libertades de los particulares frente a la actividad de la administración. Así, la 

responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de 

protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual 

puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, 

al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere 

una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. 

 

Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo 

del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la 

acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el 

perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del 

Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización. Igualmente no 

basta que el daño sea antijurídico sino que éste debe ser además imputable al Estado, es 

decir, debe existir un título que permita su atribución a una actuación u omisión de una 

autoridad pública…”18.  

En otra ocasión sostuvo que “… El daño antijurídico no es, entonces, aquel que proviene 

exclusivamente de una actividad ilícita del Estado, y así ha sido entendido reiteradamente 

por el Consejo de Estado que ha definido el concepto como ‘la lesión de un interés legítimo, 

patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar’, por lo 

cual ‘se ha desplazado la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo’;  de donde 

 
17 En principio, la responsabilidad no contempla la indemnización por los daños jurídicos o, en la terminología del profesor Adriano de Cupis, por los daños 

no antijurídicos. Sin embargo, existen algunos supuestos en que ello sí sucede así. Al respecto, vid. De Cupis, Adriano. El daño. Op.Cit., pp.92-100. Por lo 

demás, en su obra, el citado profesor desarrolla una completa base de doctrina comparada que también se refiere a las hipótesis en que se compromete la 

responsabilidad, aún en hipótesis de daño no antijurídico.  
18 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-333 de 1996. Exp. D.111.  
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concluye esa Corporación que "el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, 

pero también de una causa lícita.  

Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva 

y objetiva’. Este nuevo fundamento de la responsabilidad estatal, radicado ahora en la 

noción de daño antijurídico, ha sido considerado como acorde con los valores y principios 

que fundamentan la noción de Estado Social de Derecho, especialmente con la especial 

salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a la actividad de la 

Administración, a la que este modelo de Estado propende; también con la efectividad del 

principio de solidaridad y del de igualdad de todos ante las cargas públicas …”19.  

Naturalmente, esta noción ha venido siendo acuñada por el Consejo de Estado que, en 

múltiples pronunciamientos20, ha reiterado su entendimiento del daño antijurídico como 

aquella lesión cierta que excede las cargas que un administrado debe soportar21 y 22.  

En conclusión, nótese entonces cómo la acreditación del daño, en lo fundamental, se 

integra por dos pasos: la existencia efectiva de una lesión, de una parte, y el 

desbordamiento de las cargas públicas razonables o normales que se está en obligación 

de tolerar, de la otra23. Así se integra el análisis que el intérprete debe realizar y que, en 

sede de daño –como quiera que el tema de la imputabilidad está reservado a un escaño 

diferente-, consta entonces de los siguientes pasos24:  

1. Determinar si el administrado, en su calidad de tal, ha padecido una lesión o 
menoscabo cierto.  

2. Dilucidar si dicha lesión excede las cargas públicas que el administrado está en el 
deber de soportar (antijuridicidad) 
 

Del caso en particular: la premisa fáctica. 

La premisa del presente caso es la siguiente: Con ocasión de la solicitud de denuncia 

anónima registrada en la petición SIM No.1760714801 de fecha 30 de agosto de 2016, bajo 

las manifestaciones de que hay  tocamientos hacia la niña ORIETA ISABEL SANTOS 

BELLO, de 11 meses de edad por parte del progenitor, el señor ISIDRO SANTOS 

GUTIERREZ, identificado con cedula No. 3055578, denunciante expresa que hace 

aproximadamente 4 meses escucho que: el señor Isidro miraba y tocaba la vagina de la  

niña cuando ella se encontraba sin pañal, como antecedente familiar refiere que la señora 

PAULA ALEJANDRA BELLO ALVARADO, ha sido víctima de maltrato por parte de la pareja 

y al parecer el señor no es padre biológico de la menor ; actualmente han iniciado 

nuevamente convivencia y residen en la calle 9 A No. 14 F -28 en el conjunto residencial 

Rio Frio, casa 36, en el Municipio de Chía. Por lo anterior se solicita pronta intervención del 

ICBF”. Como consecuencia, se formuló la respectiva acción de restablecimiento de 

derechos, donde era obligación de INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 

proceder a realizar las acciones tendientes a salvaguardar los derechos de la menor. 

 
19 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-043 DE 2004.  
20 Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencias del 13 de julio de 1993; 21 de mayo de 1998 (Exp. 11892); 14 

de septiembre de 2000 (Exp.12166); 19 de abril de 2001 (Exp.11940), entre otras varias más.  
21 No sobra rememorar que el concepto de daño antijurídico debe diferenciarse del simple perjuicio, como quiera que éste último alude a la materialización 

específica del daño, ora en la forma patrimonial, ora en la extrapatrimonial (daño emergente, lucro cesante, daño a la salud,  etc.). Así, es una noción mucho 

más pragmática y ligada con el alcance cuantitativo del débito indemnizatorio. Cfr. Henao, Juan Carlos. El daño. Op.cit., pp.76 y ss.).  
22 Sobre la manera de determinar cuándo un daño es antijurídico y cuándo es jurídico, en el sentido del deber de soportar ciertos perjuicios, es muy ilustrativa 

la explicación que hace el profesor Gil Botero (Vid. Responsabilidad extracontractual del Estado. Op.Cit., pp.28-29).  
23 Como es natural, tanto en este ámbito, como en el de la responsabilidad civil, no existe acuerdo en torno a los demás requisitos del daño 
indemnizable. Con todo, la certeza y la antijuridicidad, en lo que se refiere a la responsabilidad del Estado, son usualmente aceptados por la doctrina.  
24 Cfr. Gil Botero, Enrique. Responsabilidad extracontractual del Estado. Op.Cit., pp. 28.  
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 El ICBF, cumplió con el deber legal que le corresponde, sin embargo, no podemos perder 

de vista que el proceso de restablecimiento de derechos lo realizo la comisaria de Chía. 

 De las pruebas disponibles y conocidas por el ICBF., se infiere que los hechos puestos en 

conocimiento fueron objeto de una valoración integral, determinando que las medidas 

tomadas por la Defensoras de Familia que conoció el caso se encuentran ajustadas al 

ordenamiento jurídico, y estaba obligada a actuar como tal como lo hizo, so pena de incurrir 

en faltas a sus deberes, funciones y obligaciones legamente adquiridas. 

Ciertamente las medidas que fueron en su momento tomadas por el defensor de familia 

tenían como único propósito el reconocimiento de los derechos que presuntamente se 

encontraban vulnerados, y el expreso cumplimiento de un deber legal es decir, se 

acreditaban todas las condiciones para la intervención por parte del ICBF. por conducto de 

su defensor de familia, lo que nos lleva a la conclusión que, por tratarse de un procedimiento 

de orden legal con implicaciones constitucionales, NO puede considerarse como el 

quebranto de las cargas públicas que algunos particulares deben soportar cuando por 

medio de condiciones que se evidencian en el presente caso era imperioso la intervención. 

Como se expresó, la existencia del estadio implica el establecimiento de ciertos deberes de 

tolerancia por parte de los ciudadanos ante la intervención de la administración que al 

confrontarse en el caso particular estos deberes se hacen más altos cuando la medida 

procura la protección de un menor. 

De lo anterior, se puede colegir que NO existe daño antijurídico o falla en el servicio y por 

tal motivo NO es un supuesto de responsabilidad extracontractual del ICBF. y, en 

consecuencia, este NO puede estar llamado a responder patrimonialmente. 

Se concluye entonces, que los presuntos perjuicios morales causados a los convocantes 

NO reúnen las condiciones de daño indemnizable25. Así las cosas, NO podría atribuirse a 

la administración pública, en el caso del ICBF. 

 
EXCEPCIONES DE FONDO 

INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS QUE CONFIGURAN LA RESPONSABILIDAD 

DEL ESTADO. 

Elementos que configuran la responsabilidad estatal 

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido tres elementos que deben confluir 

para la existencia de la responsabilidad por parte del Estado, a saber:  

“1) Un daño antijurídico, es decir un daño que el afectado no está en el deber legal de 

soportarlo, por cuanto no existe norma que así lo establezca; 

 2) Una falla del servicio, consistente en el mal funcionamiento de la Administración, porque 

el servicio no se prestó o se prestó en forma tardía o deficiente, es decir que se trata de un 

defecto en la ejecución de las funciones a cargo de las autoridades estatales y que puede 

presentarse bien por acción o bien por omisión;  

 
25 Véase, de las conclusiones del apartado “De la proposición:  Daño antijurídico supone el desbordamiento de los deberes de tolerancia de la actividad 

administrativa” del presente estudio. 
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3) finalmente, es necesario que el daño antijurídico se haya producido como consecuencia 

directa de esa falla del servicio, o sea que ésta ha debido ser la causa eficiente de aquel.”26 

En algunas hipótesis, y obedeciendo a los aspectos de hecho y derecho de cada caso en 

concreto, el segundo elemento antes mencionado, puede variar, es decir, el Estado puede 

ser responsable no solo por falla en el servicio, sino también por daño especial 

(desequilibrio de las cargas públicas), por riesgo creado o excepcional (actividades 

peligrosas), o por falla en la función pública (ilegalidad de actos administrativos). 

Respecto a la carga probatoria, puede ocurrir que la falla en el servicio sea probada o 

presunta. Lo primero cuando está en cabeza del demandante demostrar los elementos que 

constituyen la responsabilidad del Estado. Lo segundo, cuando se presume la falla en el 

servicio, razón por la cual la carga probatoria se traslada hacia el demandado, debiendo 

este demostrar la ausencia de la falla. 

Hipótesis que se erigen como verdaderos títulos jurídicos de imputación respecto a la 

responsabilidad del Estado, esto es, formas de reproche jurídicas en los cuales se cimenta 

la obligación, en cabeza del Estado, de indemnizar un daño en el plano jurídico. 

NEXO CAUSAL. CAUSA EFICIENTE O ADECUADA. 

Omitiendo los casos en los cuales puede existir imputación jurídica sin que se configure 

imputación fáctica27, el nexo causal sigue siendo uno de los elementos necesarios para la 

constatación de la responsabilidad estatal. 

Acorde al principio según el cual, solo se responde por los efectos de su propia conducta, 

se erige el requisito de nexo causal, el cual “constituye un concepto estrictamente 

naturalístico que sirve de soporte o elemento necesario a la configuración del daño.”28  

Para determinar si en un caso en concreto “existe o no un nexo de causalidad directa entre 

la Conducta del demandado y el daño sufrido por el demandante”29 han emergido diferentes 

teorías (equivalencia de las condiciones, causa próxima, acción humana, causalidad 

adecuada, causa eficiente) que tratan de solucionar tal problemática.  

Para que exista una modificación fenomenológica de la realidad es necesario que ésta haya 

sido ocasionada por otro igual. Es decir, para que pueda generarse un daño antijurídico 

éste tuvo que tener una causa. La problemática radica en el proceso mediante el cual se 

genera el daño, ello por cuanto puede haber múltiples causas que convergen para la 

producción del resultado, o puede ocurrir que éste sea consecuencia de una serie de 

causas eslabonadas. 

Según Aristóteles, existe una causa material, una causa formal, una causa eficiente, y 

finalmente una causa final. Como causa eficiente se entiende aquello que ha producido ese 

algo. 

 
26Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 26 de mayo de 2010. Expediente número 18380, Consejero ponente 

Mauricio Fajardo Gomez. 
27 “Finalmente, puede haber causalidad jurídica o moral aunque no haya causalidad física. En efecto, hay casos en que el 
agente omite realizar una conducta a la que estaba obligado legal o contractualmente y precisamente por haber omitido ese 

comportamiento, no interrumpe la cadena causal de fenómenos que finalmente desemboca en la producción de un daño.” 
Tamayo Jaramillo Javier, Tratado de la Responsabilidad Civil. Editorial Legis, Bogotá D.C. 2011. Pág. 249. 
28 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del día veintitrés (23) de mayo de dos mil doce (2012). Consejero ponente 

Enrique Gil Botero. 
29 Tamayo Jaramillo Javier, Tratado de la Responsabilidad Civil. Editorial Legis, Bogotá D.C. 2011. Pág. 374.  
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Siguiendo al ilustre filósofo, el Consejo de Estado ha desarrollado el concepto de causa 

eficiente como eje central para determinar el nexo causal o la imputación fáctica así: 

“La doctrina ha señalado que la causa eficiente es lo que se considera como 

fundamento u origen de algo; basta la verificación de la relación antecedente-

consecuente para que pueda sostenerse que un hecho es productor y otro el 

producido, uno el engendrante y otro el engendrado. No interesa en la consideración 

meramente física si el encadenamiento es próximo o remoto, cercano o alejado en el 

tiempo o en el espacio: basta que ocurra, que exista, que se dé. “Cualquier suceso 

natural o hecho humano es susceptible de generar repercusiones que se expanden 

por todo el ámbito social al entrelazarse con otros hechos o acontecimientos que son, 

a su vez, consecuencia de sucesos anteriores. Esta expansión en el espacio y en el 

tiempo ocurre en círculos concéntricos, parecidos a los que produce una piedra al 

caer en el agua tranquila de un estanque; cuanto más alejados están del lugar del 

impacto, más débiles o imperceptibles se tornan por lo regular tales efectos”30.”31 

Otro tanto sucede con la teoría de la causa adecuada que “considera también que para ser 

retenido como causa de un daño, un hecho debe ser la condición necesaria de dicho daño. 

Entendemos por ello la condición sine qua non, es decir, aquella sin la cual el daño no se 

habría producido.”32 

1. Daño moral. Acreditación probatoria, tasación y liquidación. 
 

Se ha definido el daño como aquel hecho que constituye “afrenta a la integridad de una 

cosa, de una persona, de una actividad, o de una situación (…) de igual forma constituye el 

conjunto de elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se derivan de 

la afrenta para la víctima del mismo.”33 También se ha dicho que el daño constituye aquel 

“menoscabo a las facultades jurídicas que tiene una persona para disfrutar un bien 

patrimonial o extrapatrimonial.”34 

Dentro de las diferentes tipologías del daño (esferas de afectación) podemos encontrar el 

daño moral, el cual es considerado como aquel padecimiento, sufrimiento, angustia, dolor 

y temores “que se reflejan en lo más íntimo y personal de cada uno”35 y que devienen como 

consecuencia de “la afectación de la lesión a la vida, a la integridad personal, o al ejercicio 

de la libertad”36 de la víctima o de sus familiares. 

Respecto al daño moral, se hace necesario diferenciar tres etapas o momentos, a saber, 

i) su reconocimiento,  

ii)  su tasación (intensidad del daño), y 

iii)  su liquidación. Respecto al primero, conforme la regla de la carga de la prueba 

contenida en el artículo 177 del C.P.C., quien alegue haber sufrido un daño deberá 

demostrar su realización. En cuanto al segundo y el tercero, si bien el daño puede 

estar demostrado, también está en cabeza del interesado comprobar, a través de 

los diferentes medios probatorios, el monto de los mismos37. 

 
30 MOSSET ITURRASPE, “Responsabilidad por daños” Tomo VIII, Rubinzal – Culzoni Editores. Buenos Aires, pág. 401. 
31 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 20 de abril de 2005. Consejero ponente Ramiro Saavedra Becerra. 
32 Tamayo Jaramillo, obra cit. Pág. 378. 
33 Henao Juan Carlos, El Daño. Universidad Externado de Colombia, Bogotá D.C., 2007. Pág. 76. 
34 Tamayo Jaramillo Javier, Tratado de la Responsabilidad Civil, Tomo II. Editorial Legis, Bogotá D.C. 2011. Pág. 236. 
35 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 6 de marzo de 2013, Consejero ponente Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa. Expediente 66001-23-31-000-2001-00098-01(24884). 
36 Ibíd. 
37 “Ahora bien, acreditado el reconocimiento de los perjuicios morales, la Sala debe examinar su tasación y liquidación, para 

lo que, en principio, sí cabe exigir una mínima carga probatoria a los demandantes que permitan al juez, dentro de su arbitrio 
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En los casos en que las supuestas víctimas no sean parientes cercanos, no se aplica la 

presunción del daño moral, razón por la cual les competerá demostrar, a través de los 

diferentes medios de prueba, el daño sufrido y su tasación, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 177 del C.P.C. 

Ahora bien, no obstante que, respecto a la tasación (intensidad del daño) y liquidación de 

los daños morales, la figura del arbitrium judicis es la que cimenta la determinación del 

monto de los daños, la Sala Plena de la Sección Tercera, mediante sentencia del 23 de 

agosto de 2012, con fundamento en los principios del debido proceso, la igualdad y el 

acceso a la administración de justicia, estableció unos criterios objetivos con el fin de 

determinar el monto de los daños morales, claro está, una vez el daño haya sido 

demostrado. Tales criterios se pueden resumir en lo siguiente: 

i) el dolor, aflicción, pesar, apego, ansiedad, desasosiego, tristeza, respeto a la 
dignidad, valoración a las relaciones propias al núcleo familiar (que comprende 
la convivencia, la cercanía sentimental y el apego), violación de derechos 
humanos, o de garantías propias al derecho internacional humanitario la 
intensidad de la congoja;  

ii) la cercanía con el ser perdido,  
iii) el grado de afectación y la estructura de la relación familiar de las víctimas las 

diversas relaciones y  
iv) la valoración ponderada de lo que representa moralmente la angustia, la tristeza 

y la aflicción (de verse con el fallecimiento de sus familiares; o por la pérdida de 
bienes muebles o inmuebles)38 

 

“Criterios objetivos, si cabe, fundados en los principios de equidad, razonabilidad, 

reparación integral y proporcionalidad, que deben permitir al juez determinar con justicia 

(distributiva) la tasación del “quantum” indemnizatorio de los perjuicios morales reclamados 

en cada caso en concreto, y que no pueden generalizarse aplicando las reglas de la 

experiencia como si se tratara de variables unívocas y uniformes, sino que debe 

considerarse las circunstancias de cada caso en concreto, las singularidades de los sujetos, 

de los grupos familiares y la aplicación de los anteriores criterios.”39 

 
INEXISTENCIA DEL NEXO DE CAUSALIDAD 

 

El nexo causal debe ser definitivo con el fin de poder atribuir consecuencias a una 

determinada conducta. En ese sentido, debe existir certeza de que fue una acción u omisión 

determinada la que generó la consecuencia, con el fin de atribuir esa situación final a una 

o unas personas40. Esto no es sino una aplicación del sentido jurídico común, bajo el 

concepto de que a nadie se le puede imputar una responsabilidad si no fue su conducta la 

que causó el daño. Esto quiere decir que no es suficiente con que parezca que una 

 
judicial, determinar la cuantía a indemnizar.” Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 6 de marzo de 2013, 

Consejero ponente Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Expediente 66001-23-31-000-2001-00098-01(24884). 

38 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 6 de marzo de 2013, Consejero ponente Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. Expediente 66001-23-31-000-2001-00098-01(24884). 
39 Ibíd. 
40 Sentencia de veintisiete (27) de abril de dos mil once (2011) (C.P. (E) GLADYS AGUDELO ORDOÑEZ). Radicado No. 

19155  
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conducta es la causa de una consecuencia, sino que, para atribuir responsabilidad, esta 

causalidad debe ser cierta. 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 

Al no estar demostrados los elementos que configuran la responsabilidad del estado, ni 

existir la legitimación en la causa por pasiva no existe obligación de la entidad para pagar 

ninguna clase de indemnización, como quiera que no está probada siquiera sumariamente 

la falla en el servicio del ICBF, ni el nexo de causalidad y  corresponde a la parte 

demandante, demostrar la existencia de los hechos u omisiones por los cuales 

supuestamente sufrieron los presuntos daños y perjuicios, al no estar demostrados los 

hechos, no puede hablarse de una atribución de responsabilidad al ICBF, Por regla 

general, el demandante tiene la carga de la prueba sobre la existencia y extensión del 

daño; debe probar fehacientemente, los hechos y circunstancias con las que manifiesta 

que presuntamente se ocasionó un daño y el ICBF es el responsable y según las pruebas 

aportadas en la demanda no se configuran los elementos de la responsabilidad del estado 

para declarar responsable al ICBF. 

EXCEPCION PREVIA 

CADUCIDAD DE LA ACCION 

 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Articulo 136, 
numeral 8 caducidad de las acciones “La reparación directa caducará al vencimiento del 
plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, 
omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del 
inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”. 
 
En este orden de ideas, los hechos que presuntamente dieron lugar a la vulneración de 
derechos fueron el día 30 de agosto de 2016, y la primera solicitud de conciliación fue 
radicada el 9 de abril de 2018, audiencia que fue programada para el dia 5 de junio de 2018, 
operando  la suspensión de la caducidad como se establece en el artículo 21 de la ley 641 
de 2001, en el cual al convocante suspendió el termino  hasta que se logre el acuerdo 
conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este 
trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el 
artículo 2º de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se 
refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. 
 
Por otro lado, se radico nuevamente solicitud de conciliación extrajudicial el día 3 de octubre 
de 2019, operando para la fecha el fenómeno de caducidad, en razón a que se había 
presentado una conciliación extrajudicial con anterioridad la cual fue resuelta, y el 
convocante no realizo el trámite pertinente para llevar a cabo el proceso judicial. 
 
Debo indicar señor Juez que la segunda solicitud de conciliacion extrajudicial solicitada por 

el demandante lo que pretende es solicitar unas pretensiones diferentes a las expuestas en 

la primera conciliacion presentada, para desdibujar de esta forma el fenómeno de la 

caducidad, sin embargo, aquí no podemos perder de vista que la mismas versan sobre los 

mismos hechos. 

EXCEPCIÓN GENÉRICA 

Con fundamento en lo previsto en el art. 187 del CPACA, y el artículo 306 del CPC, pido a 

su señoría fallar sobre cualquier otra excepción que encontrare probada en este proceso. 
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PETICIÓN 

De acuerdo a las consideraciones anteriormente indicadas, nos oponemos a todas y cada 

una de las pretensiones incoadas por el demandante y solicitamos respetuosamente señor 

Juez, se sirva desestimar la totalidad de las mismas Y DECLARAR PROBADA LAS 

EXCEPCIONES AQUÍ PROPUESTAS.  

 

 

         PRUEBAS.  

 

- Oficio de notificación de demanda de fecha 20 de agosto de 2020, radicado 

No.202012220000103012 dentro del cual el demandante anexa copia de la 

demanda y sus anexos 

-  

- Oficio No. S-2016-463247-2502 de fecha 14 de septiembre de 2016, por medio del 

cual el centro zonal Zipaquirá remite proceso de la menor ORITE ISABEL SANTOS 

BELLO. 

- Oficio SIM No. 1760714801 de fecha 30 de agosto de 2016. 

- Oficio No. E-2016-449653-2502 de fecha 13 de septiembre de 2016 remitido por la 

señora PAULA ALEJANDRA BELLO ALVARADO, dentro del solicita el traslado del 

proceso a la Comisaria de Chía. 

- Copia informe de atención de la niña ORIETA ISABLE SANTOS BELLO. 

 

 

PRUEBAS TESTIMONIALES SOLICITADAS 

 

- Testimonio de la Defensora de Familia, centro Zonal Zipaquirá Dra. Tatiana 
Carrizosa Martinez, quien podrá dar fe del proceso que el Centro Zonal 
Zipaquirá, adelanto respecto de la denuncia anónima registrada, e indique la ruta 
a seguir e indique porque se remitió el proceso a la Comisaria de Chía, 
procedimiento a seguir en estos casos. 
 

- Testimonio de la Coordinadora del centro Zonal Zipaquirá, Dra. YOLIMA 
GALEANO a fin de que indique el procedimiento que deben seguir en atención 
a los lineamientos establecidos en procesos de restablecimiento de derechos.  

 

Solicito de manera respetuosa señor Juez oficiar a la procuraduría 200 Judicial I 

Administrativa de Zipaquirá, para que remita copia de los expedientes RADICADOs Nos. 

2018-060, de fecha 9 de abril de 2018 y 2019-198 de fecha 3 de octubre de 2019 

dentro del cual se podrá observar que el demandante presento dos conciliaciones 

extrajudiciales sobre los mismos hechos. 

 

 

ANEXOS 

 

 

- Los anunciados en el acápite de las pruebas. 

- Poder y anexos para actuar. 

 

NOTIFICACIONES 



Línea gratuita nacional ICBF 
01 8000 91 8080 

Carrera. 47 # 91 - 74 
Teléfono: 4377630 Ext 141016 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     

 

                                       

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
Regional Cundinamarca 
Grupo Jurídico 

 

Mi Representada y la Suscrita Apoderada, Cra 47 No. 91-74 Barrio la Castellana 

de Bogotá D.C Teléfonos 4377630 extensiones: 141015-141072. Correo 

electrónico: notificaciones.judiciales@icbf.gov.co. 

  

La Dras. YOLIMA GALEANO GALEANO y TATIANA CARRIZOSA MARTINEZ en 

la calle 7 No. 1-80 Centro Zonal Zipaquirá de la Ciudad de Zipaquirá.   

 

Atentamente, 

 

 

 

CAROLINA ORTEGA PEREIRA, 

T.P 189879 del C.S. de la Judicatura. 

C.C 52656671 de Villeta. 

Carrera 47 No. 91-74 Barrio la Castellana 

Teléfonos 4377630 extensión 141072-141015                                 . 
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Teléfono: 4377630 Ext 141016 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     

 

                                       

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
Regional Cundinamarca 
Dirección Regional 

SEÑOR 
JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 
SECCION TERCERA 
E.                                           S.                                                              D 
 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      REPARACION DIRECTA 
RADICACION:                    11001-3343-061-2019-00366-00 
DEMANDANTE:                  ISIDRO SANTOS GUTIERREZ 
DEMANDADO:                    NACION – RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA DE  
                                             ADMINISTRACION JUDICIAL Y OTROS 
 

LEONARDO ANDRES CHAVES ROBAYO, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 3.028.273 de Gachalá, actuando en calidad de Director de la 
Regional Cundinamarca del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, nombrado mediante 
Resolución No. 2719 del 01 de abril de 2016, debidamente posesionado mediante acta de posesión No. 
000046 del 04 de abril de 2016, comisión que es prorrogada mediante Resolución No. 3036 del 24 de 
marzo de 2020, Establecimiento Público del Orden Nacional con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio propio y adscrito al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, 
debidamente facultado mediante Resolución No. 1710 de 29 de septiembre de 2004, por medio del 
presente escrito confiero poder especial amplio y suficiente a la Doctor(a) Carolina Ortega Pereira, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.656.671 y titular de la Tarjeta Profesional 189879 del 
Consejo Superior de la Judicatura, para que en nombre y representación del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, realice los trámites correspondientes, a fin de continuar y llevar hasta su finalización el 
Proceso de la referencia 

El presente poder conlleva las facultades consagradas en el Art. 77 del C.G.P., necesarias para el éxito de 
la gestión encomendada, en especial las de interponer recursos, pedir, aportar pruebas y en general todas 
aquellas tendientes a la mejor defensa de los intereses del I.C.B.F. 

Este poder no confiere las facultades de sustituir, conciliar, ni de recibir o disponer de los bienes objeto del 
proceso, así como tampoco la de recibir excepto las providencias y documentos propios del mismo. 

 

Sírvase en consecuencia, reconocerle personería en los términos y para los efectos del presente poder.  

 

Acompaño los documentos que acreditan la calidad en que actúo. 

 
 
LEONARDO ANDRES CHAVES ROBAYO 
Director 
ICBF Regional Cundinamarca 

 

Acepto: 

   

CAROLINA ORTEGA PEREIRA 
T.P. No. 189879 del C.S. de la Judicatura 

Revisaron: Ivonne Andrea Morales Obando-Coordinadora Grupo Jurídico  
Nery Liliana Mojica Díaz – Dirección Regional 
Proyectó: Carolina Ortega Pereira- Abogada Contratista 


